
Santiago, diecis is  de diciembre de dos mil  veint id s .  é ó

VISTO:

En estos autos Rol C-3907-2019, seguidos ante el Cuarto Juzgado de 

Letras  Civil  de  Antofagasta,  sobre  juicio  ordinario  de  indemnizaci n  deó  

perjuicios  por  responsabilidad  extracontractual,  caratulados  Nova  con“  

Boetch S.A. , por sentencia de veintiocho de julio de dos mil veinte, se hizo”  

lugar a la demanda intentada por do a Catalina Stefany Nova Guti rrezñ é  

por s  y en representaci n del menor Mart n Alonso Gil Nova, en contra deí ó í  

Francisco  Javier  Pizarro  y  Boetsch  S.A.,  conden ndolos  a  pagar,á  

solidariamente,  la  suma de  $5.879.900.-  a  t tulo  de   da o  emergente  yí ñ  

$10.000.000.-  por  concepto  de  da o  moral  en  favor  de  la  demandanteñ  

Catalina Stefany Nova Guti rrez; y la suma $27.451.200.- a t tulo de lucroé í  

cesante  y  $11.909.933.-  por  concepto  de  da o  moral  en  favor  delñ  

demandante Mart n Alonso Gilí  Nova.

Se alzaron ambas partes y la Corte de Apelaciones de Antofagasta, por 

decisi n  de  catorce  de  enero  de  dos  mil  veintiuno,  la  confirm  conó ó  

declaraci n que el monto que se deber  pagar a t tulo de da o moral es laó á í ñ  

suma $72.000.000 para el menor Mart n Alonso Gil Nova y $45.000.000í  

para do a Catalina Stefany Nova Guti rrez.ñ é

En contra de este ltimo pronunciamiento, la parte demandada dedujoú  

recurso de casaci n en la forma y fondo.ó

Se trajeron los autos en relaci n.ó

CONSIDERANDO: 

EN  CUANTO  AL  RECURSO  DE  CASACI N  EN  LAÓ  

FORMA.

PRIMERO: Que, la nulidad formal que se postula por el recurrente, 

se fundamenta en el vicio contemplado en el art culo 768 del C digo deí ó  

Procedimiento Civil, en su numeral 5 , esto es, en haber sido pronunciada°  
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con omisi n de cualquiera de los requisitos enumerados en el art culo 170 ,ó í  

en relaci n con los numerales 4 y 5  de la ltima disposici n citada, poró ° ° ú ó  

carecer  de las  consideraciones  de hecho o de  derecho que le  sirven de 

fundamento,  junto  a  la  enunciaci n  de  las  leyes  con arreglo  al  cual  seó  

pronuncia. En subsidio, lo funda en la causal del numeral 7  del art culo° í  

768  del  C digo  de  Procedimiento  Civil,  esto  es,  contender  decisionesó  

contradictorias. 

En  cuanto  a  la  primera  causal  que  invoca,  sostiene  que  el  fallo 

recurrido haciendo suyos los fundamentos de los considerandos 34  y 35  deº º  

la sentencia de primera instancia, procede a alterar la l gica y calificaci nó ó  

jur dica  de lo  resolutivo,  toda vez  que pronunci ndose  sobre  un hecho,í á  

modifica sin an lisis alguno el resultado del juicio, elevando el monto porá  

da o  moral  otorgado  a  la  demandante.  Agrega  que  en  la  sentencia  deñ  

primera instancia, el juez efectu  un pormenorizado an lisis de los hechos,ó á  

de los medios de prueba, de las alegaciones efectuadas por las partes y del 

informe  pericial,  para  luego  efectuar  la  ponderaci n  del  da o  moral,ó ñ  

determinando  en  conformidad  al  art culo  2330  del  C digo  Civil,  queí ó  

proced a  la  rebaja  del  monto  por  da o  moral  atendida  la  exposici ní ñ ó  

imprudente al  da o del  sr.  Gil,  fijando un monto que su parte  siquierañ  

recurri  para su rebaja. Sin embargo, se ala, la Ilma. Corte de Apelaciones,ó ñ  

entrando  a  calificar  dicho  hecho,  sin  argumentaci n,  an lisis  t cnico,ó á é  

cient fico ni objetivo alguno, procedi  a estimar que no resultaba relevanteí ó  

en el desarrollo del curso causal de los hechos que dieron muerte al sr. Gil, 

lo que en concepto del recurrente vulnera la forma de la sentencia, ya que 

calificando jur dicamente dicho hecho de una manera diversa a la que seí  

estim  en  primera  instancia,  estaba  obligado  a  dar  sus  razones  yó  

fundamentos  para  concluir  de una manera distinta  y,  por  ende alzar  el 

monto del da o moral de los actores, an lisis que afirma, no se contiene enñ á  
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ninguna  parte  del  fallo  recurrido,  faltando  as  al  cumplimiento  de  laí  

normativa  que le  impon a  al  tribunal  í ad  quem el  deber  de  se alar  lasñ  

consideraciones de hecho o de derecho que le serv an de fundamento, comoí  

as  tambi n las leyes o en su defecto los principios de equidad con arreglo aí é  

los cuales emit a su sentencia.í

En relaci n a la causal del art culo 768 N 7, sostiene que es un hechoó í º  

de la causa que el conductor Yerson Gil Santos manej  bajo los efectos deló  

alcohol y sin la debida licencia, circunstancias que influyeron en el resultado 

del il cito, acogi ndose por tales razones la exposici n imprudente al da oí é ó ñ  

alegada por esta demandada. Sin embargo, sostiene, contra toda l gica, laó  

Ilma. Corte de Apelaciones de Antofagasta, estima que las conductas en que 

se  sostiene  la  exposici n  imprudente  al  da o  carecen  de  una  especialó ñ  

relevancia  en  el  desarrollo  del  curso  de  la  causa,  pese  hacer  suyos  los 

argumentos vertidos  en los  considerandos 34  y 35  del  fallo  de primer° °  

grado, que forman parte del fallo recurrido como circunstancias de hecho 

inamovibles,  circunstancia  que  en  opini n  de  quien  recurre  genera  unaó  

contradicci n y a su vez una omisi n argumentativa en la conclusi n por laó ó ó  

que se estim  aumentar el ó quantum indemnizatorio.

Concluye solicitando la invalidaci n de la sentencia impugnada por lasó  

causales invocadas o por la que la Excma. Corte estime pertinente actuando 

de oficio, procediendo a dictar la correspondiente sentencia de reemplazo en 

la que se confirme lo condenado por da o moral por el tribunal ñ a quo.

SEGUNDO: Que, respecto de la primera causal de casaci n formaló  

denunciada por el recurrente, referida a los requisitos 4  y 5  del art culo° ° í  

170  del  C digo  de  Procedimiento  Civil,  se  debe  indicar  que  lasó  

consideraciones  de  hecho  y  de  derecho  que  han  motivado  la  decisi nó  

judicial,  junto  con  la  enunciaci n  de  las  leyes,  y  en  su  defecto,  de  losó  

principios  de  equidad  con  arreglo  a  los  cuales  se  pronuncia  el  fallo, 
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constituyen lo  que se denomina en lenguaje  forense la  fundaci n  de lasó  

sentencias. Los  tribunales  y  la  doctrina  han  hecho  hincapi  en  estaé  

obligaci n de motivar o fundamentar las sentencias, por cuanto tal exigenciaó  

no s lo dice relaci n con un asunto exclusivamente procesal, referido a laó ó  

posibilidad de recurrir, que implica impugnar una resoluci n de manera deó  

evitar  errores  y  arbitrariedades  -derecho  consagrado  en  la  Carta 

Fundamental- que importa la idea del racional, justo y debido proceso que 

debe alcanzarse en la sentencia, sino porque, adem s, se relaciona con uná  

tema externo a la procesabilidad referida, que se enmarca en la necesidad 

de  someter  al  examen  que  puede  hacer  cualquier  ciudadano  de  lo 

manifestado por el juez y que hace posible, asimismo, el convencimiento de 

las partes en el pleito, evitando la impresi n de arbitrariedad al tomar stasó é  

conocimiento  del  por  qu  de  una  determinaci n.  (Bordal  Salamanca,é ó í  

Andr s, Cortez Matcovich, Gonzalo y Palomo V lez, Diego: Proceso Civil.é é “  

Los  recursos  y  otros  medios  de  impugnaci n .  2  edic.  Edit.  Thomsonó ” ª  

Reuters, Santiago, 2019, p. 213 y Anabal n Sanderson, Carlos: Tratadoó “  

pr ctico  de  derecho  procesal  civil.  Disposiciones  comunes  a  todoá  

procedimiento. De las cuestiones de competencia. Los recursos procesales .”  

Edit. El Jurista. Santiago, 2018, p. 221; y Corte Suprema, 2 julio 1965. 

R  t. 62, sec. 1 , p. 171). De ah  que la falta de esas consideraciones o„ ° í  

insuficiencia  de  las  mismas  constituye  un  vicio  de  forma  y  ocasiona  la 

sentencia nula.

Las consideraciones de hecho y de derecho que exige la ley, tienen por 

objeto  que el  tribunal  desarrolle  en  cada  caso  y  para  cada  una  de  las 

conclusiones los razonamientos que determinan su fallo, como tambi n queé  

lo juzgado y lo resuelto guarden conformidad con la ley. Tradicionalmente 

se ha sostenido que la causal del N  5 del art culo 768 en relaci n con el N° í ó ° 

4 del art culo 170, ambas del C digo de Procedimiento Civil, s lo concurreí ó ó  
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cuando la sentencia definitiva no contiene consideraciones de hecho y de 

derecho que sirvan de fundamento a la decisi n, esto es, no se desarrollanó  

los razonamientos que determinen el fallo y carece de normas legales o de 

equidad que tiendan a obtener la legalidad del mismo, pero no cuando estos 

no se ajustan a la tesis sustentada por la parte que reclama y ni aun cuando 

ellas resulten equivocadas. En el mismo sentido, se nos ha se alado que estañ  

causal concurre cuando el vicio consiste en la falta de consideraciones mas 

no en la impropiedad de estas; la circunstancia que las consideraciones sean 

erradas o deficientes no se sanciona con la nulidad del fallo, puesto que ese 

vicio se constituye seg n la ley por la falta de consideraciones de hecho o deú  

derecho, situaci n que se ha entendido se produce, asimismo, cuando entreó  

s  son contradictorias o se destruyen unas a otras (v. Mosquera Ruiz, Marioí  

y  Maturana  Miquel,  Cristian:  Los  recursos  procesales .  3  edic.  Edit.“ ” ª  

Jur dica  de  Chile,  Santiago,  2021,  p.  294  y  Bordal ,  Cortez  y  Palomo:í í  

Proceso Civil. Los recursos y otros medios de impugnaci n . 2  edic. Edit.“ ó ” ª  

Thomson Reuters, Santiago, 2019, p. 218. En este sentido puede consultarse 

adem s las sentencias de esta Corte de Casaci n de 20 de mayo de 2022,á ó  

rol N° 11.415-2021 y 10 de febrero de 2022, rol N° 85.073-2020).

A  su  turno,  la  enunciaci n  de  las  leyes,  o  en  su  defecto,  de  losó  

principios de equidad que deben contener las sentencias definitivas, refiere a 

aquellas disposiciones que el tribunal ha tenido presentes y aplicado en su 

sentencia, aun cuando no sean las mismas invocadas expresamente por las 

partes, siempre que guarden conformidad con la naturaleza de las acciones 

o excepciones aducidas por ellas. Se ha resuelto que este vicio s lo concurreó  

cuando la sentencia carece de los fundamentos jur dicos que le sirven deí  

sustento,   es   decir,   cuando   se  omite   en   su desarrollo la  menci nó  

de  las  disposiciones  que  explican  la decisi n adoptada. Por consiguiente,ó  

el  requisito  establecido  por  el  N  5  del  art culo  170  del  C digo  de° í ó  
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Procedimiento Civil, en cuanto a que la sentencia enuncie las leyes y, en su 

defecto, los principios de equidad con arreglo a los cuales se pronuncia, no 

significa  que  el  tribunal  deba  citar  todas  las  leyes  y  principios  que  se 

relacionen con las acciones y excepciones deducidas en el proceso, sino s loó  

los necesarios para la calificaci n jur dica de los hechos establecidos y paraó í  

la resoluci n del asunto;  cumple con esta disposici n la sentencia que seó ó  

limita a citar las leyes m s indispensables que le sirven de fundamento, y noá  

todas las que tambi n vendr an al caso (Corte Suprema, 23 de octubre deé í  

2018, rol N 40.732-2017; 30 mayo 2001. R. t. 98 sec. 1 , p. 125; y 23° ª  

agosto 1934. R., t. 34, sec. 1 , p. 412).ª

TERCERO: Que, al analizar la primera causal de casaci n referidaó  

al  art culo  768  N  5  en  relaci n  al  art culo  170  N 4  del  C digo   deí ° ó í ° ó  

Procedimiento   Civil,  y  una  atenta  lectura  del  fallo  de  primer  grado 

-confirmado con declaraci n por el  de  alzada- permite verificar que enó  

este s  se explicitan las razones que llevaron a los juzgadores a aumentar elí  

monto   indemnizatorio por concepto de da o moral, pues refierenñ  en su 

motivaci n  tercera  que  los  demandantes  respectivamente,ó  perdieron 

tempranamente  a  su  conviviente  y  padre,  en  un  accidente  de  tr nsitoá  

atribuible  a  una  manifiesta  inobservancia  de  norma  de  tr nsito  b sicas,á á  

habi ndose  acreditado  que,  producto  del  hecho,  experimentaron  unaé  

afectaci n  de  intereses  extrapatrimoniales,  padeciendo  de  un  trastornoó  

profundo  que  alter  sustancialmente  su  vida  y  priv ndolos  de  modoó á  

permanente  de  un  pilar  b sico  en  la  estructura  familiar,  por  cierto,á  

econ mico pero, en lo m s relevante, a nivel afectivo, produci ndose unaó á é  

afectaci n a su salud ps quica perpetua y relevante. Consecuente con ello,ó í  

estimaron  condigno  al  hecho,  sus  circunstancias  y  perpetuos  efectos, 

regulando  el  da o  moral  experimentado  en  la  suma  avaluada  por  losñ  

demandantes en su libelo, esto es $80.000.000 para el menor Mart n Gil yí  
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de $50.000.000, para do a Catalina Nova. De igual modo en el referidoñ  

considerando, se contiene el razonamiento que justific  reducir en un diezó  

por  ciento  la  indemnizaci n  de  perjuicios  asignada,  por  la  exposici nó ó  

imprudente al da o por parte de la v ctima. ñ í

En cuanto a la fijaci n de dicha suma, no est  de m s recordar que eló á á  

da o moral,  por su propia naturaleza,  no tiene par metros fijos para suñ á  

apreciaci n,  la  que  depender  de  cada  caso  concreto  y  la  entidad  deló á  

sufrido,  depende  tambi n  de  circunstancias  particulares,  relativas  a  laé  

vinculaci n existente entre la v ctima y quien la pretenda. Por lo mismo, laó í  

regulaci n  del  monto  de  la  indemnizaci n  que  por  dicho  conceptoó ó  

corresponda,  ha  de  hacerse  prudencialmente  por  los  jueces  del  fondo, 

qui nes deben hacerlo, por cierto, tomando en cuenta los factores propiosé  

de cada proceso y, como en el presente caso ha ocurrido, se debe considerar 

la norma del art culo 2330 del C digo Civil, si ello fuere pertinente.í ó

CUARTO: Que, en relaci n a la enunciaci n   de   las   leyes,   yó ó  

en   su   defecto   de   los principios   de   equidad,   con   arreglo   a   los 

cuales   se pronuncia el fallo, para desestimar el  recurso   en  esta  parte,  

basta consignar  que  los sentenciadores, tanto en primera como en segunda 

instancia, fundaron la  decisi n  de   acoger la demanda indemnizatoria yó  

de reducir su monto por la exposici n imprudente de la v ctima al da o,ó í ñ  

precisamente, en que en la especie, se cumplen las exigencias previstas al 

efecto en los art culos 2314, 2329 y 2330 del C digo Civil, respectivamente,í ó  

que son las normas que regulan la situaci n en  examen,  de  modo  queó  

enunciaron  la  ley   con arreglo a la cual emitieron su dictamen. En efecto, 

el  fallo  de  primer  grado  en  sus  motivos  tercero,  quinto,  decimotercero, 

vig simo  segundo,  vig simo  quinto  y  trig simo  a  trig simo  tercero  é é é é –

reflexiones reproducidas por el de segunda  como tambi n las contenidas en– é  

sta en su motivaci n tercera, los jueces refieren expresamente no solo a laé ó  
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normativa aplicable en la soluci n del asunto, sino que adem s realizan unó á  

an lisis referido al alcance de dichos preceptos.  á

QUINTO: Que, sin perjuicio de lo anterior, a mayor abundamiento, 

y tal como ya se expres , la causal de nulidad formal del numeral 5  deló °  

art culo 768 del C digo de Procedimiento Civil en relaci n con el numeralí ó ó  

4  del  art culo  170  del  cuerpo  legal  mencionado,  se  configura  con  la° í  

ausencia  e  insuficiencia  de  las  consideraciones  de  hecho  y  derecho  que 

sirvan  de  fundamento  a  la  decisi n,  o  incluso  cuando  adolecen  deó  

incoherencia interna, arbitrariedad e irrazonabilidad, pero no se incurre en 

tal  vicio  cuando no se  ajusten  a  la  tesis  del  reclamante  ni  aun cuando 

resulten equivocadas. Pues bien, como se advierte de lo se alado, lo que señ  

plantea  es  justamente  un  reproche  al  m rito  de  la  decisi n  de  fondo,é ó  

impropio en el presente recurso.

Lo  antes  referido  resulta  suficiente  para  concluir  que  la  sentencia 

contiene  las  consideraciones  de  hecho  o  de  derecho  que  le  sirven  de 

fundamento, en relaci n con los antecedentes rendidos en el juicio y lasó  

normas  legales  que  la  sustentan;  raz n  por  la  que  corresponde  que  eló  

recurso de nulidad formal sea desestimado en este punto.

SEXTO: Que finalmente,  respecto a la ltima  causal formal  enú  

que se funda el  arbitrio -768 N  7 del C digo  de Procedimiento  Civil- se° ó  

debe   se alar  que se  configura cuando el  fallo  impugnado contemplañ  

disposiciones  que se oponen a  lo que  se  ordena, esto es, procede frente a 

la existencia de dos dict menes contradictorios que interfieren entre s , deá í  

tal manera que no pueden  cumplirse  simult neamente, de modo que noá  

tiene   lugar   cuando  se  incurre   en  contradicciones    entre  sus 

considerandos,   o   entre   lo   decisivo  y  sus  fundamentos. En  este 

entendimiento  es  uniforme  la  doctrina  especializada  y  la  jurisprudencia 

(Bordal ,  Cortez  y  Palomo.  Ob.  Cit.  p.  221.  En  este  sentido  puedeí  

XKCDXCNTXWX



consultarse adem s,  Mosquera y Maturana: Los recursos procesales . 3á “ ” ª 

edic. Edit. Jur dica de Chile, Santiago, 2021, p. 299; y Anabal n Sanderson,í ó  

Carlos. Ob. Cit. p. 592; y Corte Suprema, 26 de mayo de 2022, rol N° 

81.166-2021; 16 de marzo de 2022, rol N  2.770-2020; 16 de septiembre de°  

2021, rol N  39.457-2021; 30 de noviembre de 2006, rol N 4485-2005; 22° °  

de mayo de 2006, rol N 5.231-2003; y 29 de septiembre de 1997, RDJ t.°  

XCIV, sec. 1 . p. 95).ª

En consecuencia, para que tal circunstancia se produzca, debe existir, a 

lo menos, m s de una decisi n respecto al fondo de lo que deb a resolverseá ó í  

en el fallo recurrido;  la contradicci n que se invoque debe existir en suó  

parte  resolutiva  y  no  en  sus  fundamentos,  a  menos  que  se  trate  de 

considerandos decisorios o resolutivos; y tales decisiones deben pugnar entre 

s  al punto de no ser posible su cumplimiento simultaneo, debido a que elí  

cumplimiento de la una se opone a la resoluci n librada en la otra. ó

Por  lo mismo,  el  an lisis debe  hacerse comparando  las diferentesá  

decisiones  del   fallo.    Sin  embargo,  como   la   sentencia  impugnada 

contiene  solo una,  cual  es,  el acogimiento de  la  demanda  y  la 

consecuente  determinaci n  del  monto indemnizatorio, no es posible laó  

existencia  de  contradicci n,  pues,  como  ha  se alado  esta  Corte  enó ñ  

numerosas   oportunidades,  si  en  la  parte  decisoria  se contiene  tan 

s lo una  decisi n, aunque esta pudiera estar deficientemente planteada yó ó  

fundada, resulta imposible que las haya contradictorias.

 Por  lo  dem s,  el   recurso  pretende  en  esta  parte   que  habr aá í  

contradicci n  de  un  considerando  con  lo  decisorio,  que  de  existir,  noó  

implica la concurrencia del vicio, ya que lo que prima es la determinaci nó  

que se  adopte,  aun cuando no concuerde  con la  fundamentaci n  de laó  

misma.
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S PTIMO:É  Que,  por  las razones  se aladas,  la  nulidad  formalñ  

ser  rechazada en todos sus extremos.á

EN  CUANTO  AL  RECURSO  DE  CASACI N  EN  ELÓ  

FONDO.

OCTAVO: Que, en su recurso sustantivo la recurrente se ala comoñ  

primer grupo de normas infringidas los numerales 4 y 5 del art culo 170 delí  

C digo de Procedimiento Civil, en relaci n con el art culo 425 del mismoó ó í  

cuerpo normativo y en relaci n con lo establecido en el art culo 2330 deló í  

C digo Civil; y, como segundo grupo, el art culo 47 del C digo Civil enó í ó  

relaci n  con  el  art culo  1712  del  mismo  C digo,  426  del  C digo  deó í ó ó  

Procedimiento Civil, en relaci n con el art culo 3  de la Ley N  14.908 yó í ° °  

art culo 1.698 del C digo Civil.í ó

En cuanto a las primeras infracciones legales, refiere el recurrente que 

el fallo de segunda instancia, transgredi  los numerales 4 y 5 del C digo deó ó  

Procedimiento Civil (sic), toda vez que en el considerando 3  de la sentencia°  

vali  su decisi n  sin an lisis  que permitiera reformular  los  hechos de laó ó á  

causa y, en consecuencia alterar su calificaci n jur dica y alzar de dichaó í  

manera el monto por da o moral. Indica que la Corte utiliza t rminos oñ é  

expresiones sin hacer referencia a las circunstancias de hecho ni de derecho 

que le sirvieron para tales efectos, soslayando su obligaci n de expresar lasó  

consideraciones de hecho y derecho que debi  plasmar en su decisi nó ó  como 

as  tambi n las leyes o en su defecto los principios de equidad, con arreglo aí é  

los cuales decid a el asunto.í

Manifiesta que lo anterior implic  transgredir adem s el art culo 425ó á í  

del C digo de Procedimiento Civil, toda vez que al modificar el contenidoó  

de la sentencia de primera instancia, y espec ficamente apreciar el informeí  

pericial, omiti  se alar las razones que tuvo en consideraci n para estimaró ñ ó  

que la exposici n imprudente al da o no tuvo relevancia en el curso causaló ñ  
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de los hechos, a diferencia de lo sostenido por el fallo de primera instancia, 

donde el juez s  realiz  un pormenorizado y detallado an lisis de los hechos,í ó á  

los medios de prueba, las alegaciones efectuadas por esta parte, el informe 

pericial,  para  luego efectuar  la  ponderaci n  del  da o  moral,  sin  que laó ñ  

Corte de Apelaciones hubiere argumentado o indicado las razones por las 

que determin  lo contrario, pese a quedar zanjado en el mismo fallo que eló  

Sr. Gil s  se expuso imprudentemente al da o. Afirma que con la referidaí ñ  

falta  de  fundamentaci n  el  fallo  de  segunda  instancia  soslay  la  normaó ó  

imperativa del art culo 2330 del C digo Civil, toda vez que en estricto rigorí ó  

el  monto  que  fij  como  da o  moral,  fuera  de  no  ser  debidamenteó ñ  

fundamentado, se apart  completamente del fijado en primera instancia.ó

En relaci n al segundo conjunto de normas infringidas, sostiene que noó  

se conoci  en autos si el occiso manten a fuente generadora de ingresos, nió í  

la envergadura de los mismos, de manera que mal podr a a partir de talesí  

hechos desconocidos procederse a construir la presunci n del art culo 3  deó í °  

la  Ley  N  14.908.  Infiere  que  no  exist an  la  gravedad,  precisi n  ni° í ó  

concordancia,  exigidas  por  el  art culo  1712  del  C digo  Civil  y  426 delí ó  

C digo de Procedimiento Civil. Agrega que el art culo 1698, le exig a aló í í  

demandante probar los  hechos  graves  y  precisos  en los  que fundaba su 

pretensi n indemnizatoria referida al lucro cesante, pero lejos de cumplir laó  

exigencia, la actora se limit  a crear un argumento que fue acogido por losó  

sentenciadores, liber ndole de probar sus exigencias, dando por probado elá  

lucro cesante en base a la presunci n del art culo 3  de la Ley 14.908, peseó í °  

a que en el mismo fallo de primera instancia se aseveró por el juez que los 

ingresos del occiso no fueron probados, alterando as  la regla probatoria.í

Finaliza  su  recurso,  solicitando  la  invalidaci n  de  la  sentenciaó  

impugnada por los errores de derecho expuestos o por los que la Excma. 

Corte  estime  pertinentes  actuando  de  oficio,  y  se  proceda  a  dictar  la 
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correspondiente sentencia de reemplazo, en la que se confirme el monto 

fijado en primera instancia por concepto de da o moral y se revoque lañ  

condena por concepto de lucro cesante.

NOVENO: Que, para una adecuada comprensi n del recurso resultaó  

necesario consignar los siguientes antecedentes del proceso:

1.- Do a Catalina Stefany Nova Guti rrez, por s  y en representaci nñ é í ó  

del  menor  de  edad  Mart n  Alonso  Gil  Nova,  interpuso  demanda  deí  

indemnizaci n de perjuicios en contra de Francisco Javier Pizarro Araya yó  

en contra de  Boetsch S.A.

Se ala que el  20 de octubre del  a o 2017,  aproximadamente a lasñ ñ  

17:00  hrs.,  el  demandado  don  Francisco  Pizarro  Araya  conduc a  elí  

autom vil PPU JHKJ.97 por Avda. Edmundo P rez Z jovic de la ciudad deó é ú  

Antofagasta en direcci n norte.  En dicho transcurso a la  altura de calleó  

Cavancha, efectu  una maniobra de cambio de pista, sin estar atento a lasó  

condiciones del tr nsito y sin percatarse de la presencia de la v ctima Yersoná í  

Marvin  Gil  Santos,  quien  conduc a  la  motocicleta  PPU  DXJ.59.,í  

obstaculiz ndole  la  normal  circulaci n  de la  pista  por la  que transitaba,á ó  

colision ndolo y producto de ello la v ctima sali  eyectada de la motocicletaá í ó  

para luego golpearse con un poste existente en el lugar, a ra z de lo cual yí  

ante la gravedad de sus lesiones, falleci  en el lugar.ó

Refiere que a ra z de ese hecho se sigui  una causa penal en contra deí ó  

Francisco Pizarro Araya, dict ndose sentencia condenatoria en su contra ená  

un  procedimiento  simplificado  el  14  de  diciembre  del  a o  2018,ñ  

conden ndosele  como  autor  de  cuasidelito  de  homicidio  en  grado  deá  

consumado, en calidad de autor, a la pena corporal de 61 d as de presidioí  

menor en grado m nimo. Agrega que a la fecha del suceso, BOETSCHí  

S.A.,  aparece  como  propietario  inscrito  del  veh culo  que  conduc a  elí í  
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demandado Pizarro Araya, por lo que, resulta aplicable la presunci n deó  

responsabilidad del art culo 169 de la Ley del Tr nsito.í á

Solicita que los demandados sean condenados a pagar, solidariamente 

a los demandantes la suma de $6.000.000.- por da o emergente, o la sumañ  

que el tribunal determine; $27.451.200.- por lucro cesante, o la suma que el 

tribunal  determine;  $80.000.000.-  por  da o  moral  en  favor  de  Martinñ  

Alonso Gil Nova, o la suma que el tribunal determine; y $50.000.000.- por 

da o moral en favor de Catalina Stefany Nova Guti rrez, o la suma que elñ é  

tribunal, determine.

2.-  Los  demandados  contestaron  conjuntamente  la  demanda  y 

solicitaron su rechazo en todas sus partes o en su defecto, rebajar en forma 

importante los montos demandados, liber ndoles siempre del pago de lasá  

costas.

Manifiestan que las pretensiones de la parte demandante ostentar aní  

eventualmente  asidero  legal,  dado  que  existe  sentencia  condenatoria  del 

competente  Juzgado  de  Garant a  de  Antofagasta,  que  determiní ó 

responsabilidad  infraccional  y  cuasi  delictual  del  conductor,  y  así 

consecutivamente, la obligaci n de indemnizar los perjuicios causados poró  

los demandados. Sin perjuicio ello,  solicitan que los montos demandados 

sean rechazados u ostensiblemente rebajados. 

Respecto  a los  montos  demandados  por  concepto de lucro cesante, 

aseguran  que  no  hay  prueba  fidedigna  de  que  el  padre  haya  sido  el 

proveedor  de  los  gastos  del  hijo  en  com n  habido  con  do a  Catalinaú ñ  

Novoa,  que tampoco existe  prueba de que tuviere  un rango de dineros 

mensuales  o que tuviere un trabajo fijo o espor dico por el cual recib aá í  

dineros para aportar a la sustentaci n de los gastos de su hijo. Respecto deló  

da o moral demandado por do a Catalina Nova, observa que en este casoñ ñ  

en  particular  no  existe  prueba  del  supuesto  da o  moral  causado  a  lañ  
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persona que demanda, pues no existe prueba fidedigna de que mantuvieran 

una  relaci n  sentimental,  y  menos  una  convivencia.  Agrega  que el  s loó ó  

hecho de tener un hijo en com n no es prueba que haya sufrido alg nú ú  

da o, toda vez que no es c nyuge o conviviente y que no se conoce conñ ó  

claridad y precisi n el tiempo que dur  la relaci n. Respecto del menoró ó ó  

Alonso Gil Nova manifiesta que al momento de la p rdida de su progenitoré  

estaba muy peque o para experimentar o exteriorizar tal da o. ñ ñ

Afirman que la v ctima se expuso imprudentemente al da o, motivoí ñ  

por  el  cual,  los  eventuales  montos  a  que  el  tribunal  pudiera  condenar 

debieran ser reducidos conforme al art culo 2330 del C digo Civil.í ó

3.-  El  juez  de  primer  grado  acogi  la  demanda  indemnizatoria,ó  

condenando a los demandados Francisco Javier Pizarro Araya y Boetsch 

S.A., a pagar solidariamente a los demandantes las siguientes sumas:  A do añ  

Catalina Stefany Nova Guti rrez la suma de $5.879.900, por concepto deé  

da o emergente  y la  suma de $10.000.000ñ  por da o moral  y  a  Martinñ  

Alonso  Gil  Nova  la  suma de  $27.451.200.-  a  t tulo  de  lucro  cesante  yí  

$11.909.933.- por concepto de da o moral.ñ

4.-  Se alz  la demandante solicitando que la sentencia sea confirmada,ó  

con  declaraci n,  en  el  sentido  de  aumentar  la  indemnizaci n  por  da oó ó ñ  

moral. La demandada se adhiri  a la apelaci n, solicitando la confirmaci nó ó ó  

de los montos por da o emergente y da o moral, pero que se rechazara, enñ ñ  

todas sus partes la demanda respecto del lucro cesante. 

5.- La Corte de Apelaciones de Antofagasta confirm  la sentencia deó  

primera  instancia,  con  declaraci n,  que  se  eleva  el  monto  que  losó  

demandados deber n pagar a los actores a t tulo de da o moral a la sumaá í ñ  

de $117.000.000.- a raz n de $72.000.000.- para el menor Mart n Alonsoó í  

Gil Nova y $45.000.000.- para do a Catalina Stefany Nova Guti rrez.ñ é
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D CIMO:É  Que, los sentenciadores del m rito han establecido comoé  

hechos de relevancia jur dica los siguientes: í

1.- El d a 20 de octubre de 2017, aproximadamente a las 17:00 horas,í  

en circunstancias que el demandado Francisco Pizarro Araya, conduc a uní  

autom vil por Avda. Edmundo P rez Zujovic de la ciudad de Antofagasta,ó é  

en direcci n norte, a la altura de calle Cavancha, efectu  una maniobra deó ó  

cambio  de  pista,  sin  estar  atento  a  las  condiciones  del  tr nsito  y  porá  

consiguiente, sin percatarse de la presencia de la v ctima Yerson Marvin Gilí  

Santos,  quien  conduc a  una  motocicleta,  obstaculiz ndole  la  normalí á  

circulaci n de la pista por la que transitaba, colision ndolo y producto deó á  

ello la v ctima sali  eyectada de la motocicleta para luego golpearse con uní ó  

poste existente en el lugar,  a ra z de lo cual y ante la gravedad de susí  

lesiones, falleci  en el lugar.ó

2.-  La  demandada  Boetsch  S.A.  es  la  propietaria  del  veh culo  queí  

conduc a Francisco Pizarro Araya.í

3.-  La  demandante  Catalina  Nova  Guti rrez  y  el  fallecido  seé  

conocieron en el a o 2008, al ingresar a la ense anza media, cuando ambosñ ñ  

ten an 14 a os y que en esa poca comenzaron su relaci n sentimental,í ñ é ó  

iniciando una convivencia despu s del nacimiento de su hijo,  el tambi né é  

demandante Mart n Gil Nova, aproximadamente en el mes de diciembre deí  

2016. Se estableci  que la actora se dedicaba al cuidado del hijo com n yó ú  

que no desempe aba trabajo remunerado,  y que el  costo de vivir  en elñ  

inmueble ubicado en calle Oficina San Gregorio N 070, departamento N° ° 

D 41, era asumido por el fallecido se or Yerson Gil.ñ

4.- Los demandantes respectivamente, perdieron tempranamente a su 

conviviente y padre, en un accidente de tr nsito atribuible a una manifiestaá  

inobservancia  de  norma  de  tr nsito  b sicas  y  producto  del  hecho,á á  

experimentaron una afectaci n de intereses extrapatrimoniales, padeciendoó  
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de un trastorno profundo que alter  sustancialmente su vida y priv ndolosó á  

de modo permanente de un pilar b sico en la estructura familiar, econ micoá ó  

y afectivo,  produci ndose una afectaci n  a su salud ps quica perpetua yé ó í  

relevante.

UND CIMO:É  Que, sobre la base de los hechos asentados seg n loú  

rese ado en el motivo que precede, la sentencia censurada, confirmatoria deñ  

la de primera instancia, en lo que interesa a efectos del recurso, mantiene 

los razonamientos  del fallo de primer grado que contienen las reflexiones 

del juez a quo, en orden a dar por establecida la obligaci n de indemnizaró  

los  perjuicios  demandados  por  concepto de da o moral  y lucro cesante,ñ  

como as  tambi n los presupuestos que permiten reducir la indemnizaci ní é ó  

de perjuicios por exposici n imprudente al da o. ó ñ

Para aumentar el monto fijado a t tulo de indemnizaci n por el da oí ó ñ  

moral, los jueces de segundo grado consideraron los efectos perpetuos de la 

p rdida  temprana  del  conviviente  y  padre  del  menor  demandante  y,é  

respecto a la conducta de la v ctima directa como causal de reducci n de laí ó  

indemnizaci n por la exposici n imprudente al da o, reflexionan que ellaó ó ñ  

carece de una especial relevancia en el desarrollo del curso causal, conforme 

se desprende de la  determinaci n  pericial  en  sede penal,  respecto de laó  

causa basal del accidente.

Adem s razonan que la circunstancia de que la demandante firmara elá  

contrato de arrendamiento no permite presumir que, por ello, cumpl a uní  

rol de proveedora econ mica del grupo familiar y particularmente de su hijoó  

y, menos a n, desvirt a la conclusi n de la sentencia en alzada en orden aú ú ó  

que, por el contrario, se dedicaba al cuidado del hogar y la crianza de su 

hijo, al tiempo que el occiso prove a los ingresos para la manutenci n delí ó  

grupo familiar y que,  por otro lado,  resulta  evidente que el  tribunal no 

conden  a los demandados a pagar alimentos al menor, sino que utiliz  laó ó  
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presunci n  legal  contenida en el  art culo  3  de la  Ley N 14.908,  sobreó í ° °  

abandono de familia y pago de pensiones alimenticias para, frente a la falta 

de determinaci n de los ingresos de la v ctima, sobre la base de aquello queó í  

el  legislador  ha se alado como el  m nimo para el  pago de una pensi nñ í ó  

alimenticia, establecer la privaci n de ingresos del menor considerando laó  

edad m nima hasta la cual hubiera tenido derecho a exigirlo.í

DUOD CIMOÉ : Que, lo rese ado en los fundamentos que preceden,ñ  

pone de manifiesto que el n cleo de la cr tica de ilegalidad se dirige contraú í  

la determinaci n de los jueces del fondo de acoger la acci n indemnizatoriaó ó  

de perjuicios sobre la base de concurrir las condiciones establecidas en los 

art culo  2314  y  2329  del  C digo  Civil  referidos  a  la  responsabilidadí ó  

extracontractual,  en particular  da o moral  y lucro cesante,  cuyos rubrosñ  

pide sean rebajado y denegado, respectivamente.

D CIMO  TERCERO:É  Que,  el  art culo  772  del  C digo  deí ó  

Procedimiento Civil, en armon a con lo previsto en los art culos 764 y 767í í  

del  citado  cuerpo  legal,  exige,  como  sustento  de  la  invalidaci n  de  laó  

sentencia  impugnada,  el  quebrantamiento  de  una  o  m s  normas  legalesá  

contenidas en la decisi n. Por ello, es menester que al interponer un recursoó  

con tal objeto su promotor deba cumplir necesariamente con lo exigido por 

el precepto en an lisis, esto es, expresar en qu  consisten l o los errores deá é é  

derecho de que adolece la sentencia recurrida.

En igual sentido, adem s del cumplimiento del requisito enunciado ená  

el  p rrafo  precedente,  con  id ntica  rigurosidad  el  mismo  art culo  772á é í  

aludido impone a quien interponga un recurso de casaci n en el fondo laó  

obligaci n de se alar, de manera circunstanciada, en el respectivo escrito, eló ñ  

modo  en  que  l  o  los  errores  de  derecho  que  denuncia  han  influidoé  

sustancialmente en lo dispositivo de la sentencia que trata de invalidar. Por 

ende,  la  exigencia se alada no se agota con la  simple  indicaci n de lasñ ó  
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normas conculcadas, sino que requiere adem s un desarrollo argumentativoá  

en torno a los yerros de derecho que acusa.

D CIMO  CUARTO:É  Que,  en  esta  l nea  de  razonamiento  valeí  

poner de relieve que la particularidad que define al recurso de casaci n enó  

el  fondo es  que permite  la  invalidaci n  de  determinadas  sentencias  queó  

hayan  sido  pronunciadas  con  infracci n  de  ley,  siempre  que  esta  hayaó  

tenido influencia sustancial  en su parte  resolutiva o decisoria.  Semejante 

connotaci n esencial de este medio de impugnaci n se encuentra claramenteó ó  

establecida en el art culo 767 del C digo de Procedimiento Civil, que loí ó  

instituye dentro de nuestro ordenamiento positivo y se traduce en que no 

cualquier transgresi n de ley resulta id nea para provocar la nulidad de laó ó  

sentencia impugnada, la que no se configura en el mero inter s de la ley,é  

sino  s lo  en  tanto  la  infracci n  denunciada  haya  tenido  incidenciaó ó  

determinante en lo resuelto, esto es, la que recaiga sobre alguna ley que en 

el caso concreto ostente la condici n de ser decisoria litis.ó  En tal sentido, 

esta Corte ha dicho en forma reiterada que las normas infringidas en el fallo 

cuya  anulaci n  se  pretende,  para  que  pueda  prosperar  un  recurso  deó  

casaci n en el fondo, han de ser tanto las  que el  fallador invoc  en suó ó  

sentencia para resolver la cuesti n controvertida, como aqu llas que dej  deó é ó  

aplicar y que tienen el car cter de normas decisoria litis, puesto que en casoá  

contrario esta Corte no podr a dictar sentencia de reemplazo, dado el hechoí  

que  se  trata  de  un  recurso  de  derecho  estricto.  As ,  entre  otros  fallos,í  

sentencias de 10 de marzo de 2022, rol N  104.445-2020; 25 de febrero de°  

2022, rol N  45.421-2021; y 9 de febrero de 2022, rol N  49620-2021. ° °

D CIMO  QUINTO:É  Que,  dicho lo  anterior,  se  observa que el 

recurso no ha sido encaminado, como debi  serlo, abarcando el basamentoó  

jur dico que, en propiedad e ineludiblemente resultaba ser pertinente y deí  

rigor. Esto es as  puesto que la preceptiva legal citada en el motivo octavo yí  
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que  constituye,  como se  ha  visto,  aquella  en  que  se  asila  la  estructura 

normativa sobre la cual viene construido el alegato de casaci n de fondo,ó  

resulta del todo insuficiente para abordar el examen de la resoluci n de laó  

controversia de la forma en que se hizo por los juzgadores,  al  no venir 

denunciada adem s la conculcaci n de la norma decisoria litis fundamentalá ó  

a la resoluci n de la materia discutida, como son, los art culos  2314 y 2329ó í  

del C digo Civil. En efecto, versando la contienda sobre la existencia de unó  

cuasidelito civil, la exigencia consignada en los motivos precedentes obligaba 

al impugnante a explicar los contenidos jur dicos del instituto que se hizoí  

valer en el juicio, esto es, la acci n indemnizatoria extracontractual reguladaó  

en los art culos 2314 y siguientes de la citada codificaci n sustantiva y aí ó  

acusar la  infracci n,  a lo menos, de esa norma decisoria,  absolutamenteó  

marginada del discurso impugnatorio y en cuyo texto se han basado los 

juzgadores para resolver el conflicto, as  como el art culo 2329 del C digoí í ó  

Civil, tambi n omitido en el recurso examinado. Tales inobservancias soné  

determinantes y representan un impedimento para que el  recurso pueda 

prosperar, en tanto se genera un vac o que esta Corte no puede subsanarí  

desde que al no denunciar la vulneraci n de las normas a las que acudieronó  

los jueces de instancia ha de entenderse que ellas han sido correctamente 

aplicadas. De consiguiente, aun en el evento de que esta Corte concordara 

en  que  se  cometieron  los  yerros  de  derecho  denunciados,  tendr a,  noí  

obstante, que declarar que los mismos no influyen en lo dispositivo de la 

sentencia, desde que las normas que dan p bulo al instituto b sico de loá á  

pretendido en el recurso, no han sido consideradas a la hora de puntualizar 

las infracciones preceptivas se aladas en el libelo recursivo que se examina.ñ

Por lo dem s, cabe puntualizar que esta Corte de Casaci n ha falladoá ó  

permanentemente sobre la materia, que tienen el car cter de decisoria litisá  

los art culos 2314 y 2329 del C digo Civil (v. Corte Suprema, 27 de mayoí ó  
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de 2022, rol N  47.320-2021; 4 de mayo de 2021, rol  5317-2021; 19 de°  

junio de 2020, rol N  Rol 24.612-2018; 24 de mayo de 2017, rol N 49.705-° °

2016; y 7 de marzo de 2017, rol N  28.350-2016).°

D CIMO  SEXTO:É  Que, en las condiciones que se han rese adoñ  

precedentemente, el recurso de casaci n en el fondo formulado por la parteó  

demandada no puede tener acogida. 

D CIMO  S PTIMO:É É  Que,  sin  perjuicio  de  lo  concluido 

precedentemente y solo a mayor abundamiento, del examen del recurso se 

advierte que pese a denunciar infracci n a determinadas normas sustantivasó  

que indica, los argumentos principales se dirigen a desvirtuar los hechos que 

han sido asentados por los sentenciadores y, al efecto, es pertinente recordar 

que solamente los jueces del fondo se encuentran facultados para fijar los 

hechos de la causa, de manera que efectuada correctamente esta labor en 

atenci n  al  m rito  de  las  probanzas  aportadas,  resultan  ser  inamoviblesó é  

conforme a lo prescrito en el  art culo 785 del C digo de Procedimientoí ó  

Civil. Su revisi n no es posible por la v a de la nulidad, salvo que se hayaó í  

denunciado de modo eficaz la vulneraci n de las leyes reguladoras de laó  

prueba, lo que en la especie no ha acontecido. Al respecto, esta Corte de 

Casaci n ha expresado que las reglas que rigen la prueba, cuya infracci nó ó  

hace posible que en sede de casaci n  var en los  hechos de la  causa,  seó í  

condice  con  aquellas  directrices  que  constituyen  normas  fundamentales 

encargadas  de  determinar  los  diferentes  medios  probatorios;  la  fuerza  o 

valor  de  cada  medio  y  la  manera  como  el  tribunal  debe  ponderarlos, 

importando verdaderas  obligaciones  y  limitaciones  dirigidas  a  ajustar  las 

potestades  otorgadas  en dicho mbito  y,  de esta forma,  conducir  a unaá  

correcta decisi n en el juzgamiento. Empero, s lo algunas de las normasó ó  

tocantes al mbito en referencia tienen el car cter de esenciales respecto deá á  

la actividad probatoria, y son aqu llas estatuidas objetivamente en la ley,é  
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esto es, sin referir al criterio o decisi n subjetiva de la judicatura del fondoó  

que aquilatan los antecedentes y, precisamente, en ese entendido, justifican 

la intervenci n del tribunal de casaci n. Visto lo anterior desde el nguloó ó á  

inverso,  en  la  medida que los  tribunales  del  fondo respeten esas  pautas 

elementales de juzgamiento, son soberanos para apreciar la prueba y, en 

consecuencia, sus decisiones no son susceptibles de ser revisadas por la v aí  

de la casaci n, tanto en cuanto se basen en la justipreciaci n de los diversosó ó  

elementos de convicci n. De este modo, queda excluido de los contornos deó  

la casaci n, lo atinente a la ponderaci n comparativa de una misma claseó ó  

de medio probatorio o la que se realiza en conjunto de todas las probanzas; 

entonces, en las determinaciones que adoptan, si es que acatan los preceptos 

que rigen la prueba, pueden calibrar los diversos elementos de convicci n;ó  

quehacer  situado  al  margen  del  examen  que  se  realiza  por  la  v a  deí  

casaci n de fondo (Corte Suprema, 20 de junio de 2022, rol N 100.703-ó °

2020).

D CIMO  OCTAVO:É  Que, de acuerdo al lineamiento indicado y 

en  relaci n  al  primer  grupo  de  normas  que  se  denuncian  comoó  

transgredidas, basta para su desestimaci n la constataci n de que el art culoó ó í  

170 del C digo de Procedimiento Civil no se trata, bajo ning n punto deó ú  

vista, de uno que tenga el car cter de reguladora de la prueba, sino queá  

prev  el contenido de los fallos de primera o de nica instancia y los deé ú  

segunda que modifiquen o revoquen en su parte dispositiva los de otros 

tribunales, en tanto que su vulneraci n podr , eventualmente, dar lugar a laó á  

interposici n  de  un  recurso  de  casaci n  en  la  forma  pero  bajo  ning nó ó ú  

respecto de uno de casaci n en el fondo como es el que se analiza.ó

En  relaci n  a  la   pretendida  infracci n del   art culo 425  deló ó í  

C digo   de Procedimiento Civil, dicha norma dispone que los tribunalesó  

apreciar n la   fuerza  probatoria del  dictamen  de  peritos  de  acuerdo aá  
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las  reglas de la  sana  cr tica,  lo  cual  importa tener  en  consideraci n lasí ó  

razones jur dicas, asociadas a las simplemente  l gicas, cient ficas, t cnicas oí ó í é  

de experiencia en cuya virtud se le  asigne o se le reste valor, teniendo 

presente la multiplicidad, gravedad, precisi n, concordancia y conexi n deó ó  

las dem s  pruebas o antecedentes del proceso, de manera que conduzcan aá  

la conclusi n que convence al sentenciador. ó

D CIMO  NOVENOÉ :  Que,  en  lo  que  ata e  a  la  denunciadañ  

transgresi n del segundo grupo normativo, primeramente se debe indicar,ó  

en relaci n a la pretendida infracci n del art culo 47 del C digo Civil, queó ó í ó  

no se advierte c mo se pueda producir la  transgresi n   a   ella,   enó ó  

tanto   esta   norma   nicamente proporciona  una   definici n   acercaú ó  

del   concepto   presunci n  legal.ó

En lo atinente a los art culos 1712 del C digo Civil y 426 del C digoí ó ó  

de   Procedimiento Civil, tambi n ha de descartarse la infracci n alegada ené ó  

el  arbitrio,  pues  esta  Corte   ha  sostenido  invariablemente  que  la 

construcci n y determinaci n de la fuerza probatoria de las presuncionesó ó  

queda entregada a los magistrados de la instancia, pues la convicci n deó  

stos ha de fundarse en   la gravedad,é  precisi n  y concordancia   queó  

derive   de  las  mismas.  Y dado  que  la  facultad  para   calificar  tales 

atributos  se corresponde   con   un   proceso   racional   de   los   jueces 

del grado, no puede quedar sujeta al control de este recurso de  derecho 

estricto.  De  este  modo,  no  caben  dudas  de  que  su  apreciaci n  quedaó  

entregada a los jueces del fondo, puesto que, en el mejor de los casos, son 

revisables en casaci n los elementos de las presunciones que son ostensiblesó  

y que el juez debe manifestar y encuadrar en la ley, pero no pueden ser 

revisables, como en ninguna prueba puede serlo, el proceso ntimo del juezí  

para formar su convencimiento frente a los medios probatorios que re nenú  

las condiciones exigidas por la ley. Por lo dem s, este medio probatorio está á 
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condicionado por el  razonamiento del  juez y por la  ponderaci n de losó  

elementos sobre los que lo asienta y los dem s antecedentes probatorios deá  

la  causa,  de  modo que  su  ponderaci n  es  indiscutiblemente  subjetiva  yó  

personal del juzgador, quedando su revisi n por este mismo hecho excluidaó  

del tribunal de casaci n (v. Corte Suprema, 19 de octubre de 2017, rol Nó ° 

Rol N  19.111-2017 y 15 de enero de 2019, rol N° ° 22959-2018).

Por ltimo, en cuanto al quebrantamiento del art culo 1698 del C digoú í ó  

Civil -que s lo es una norma b sica de nuestro derecho positivo relacionadaó á  

con la distribuci n de la carga probatoria- del tenor del libelo en an lisis, seó á  

constata  que  la  recurrente  alega  la  infracci n  de  dicha  disposici n,ó ó  

arguyendo que los jueces de la instancia liberaron a la demandante de la 

obligaci n de acreditar el lucro cesante en base a la presunci n del art culoó ó í  

3  de  la  Ley  N 14.908,  hip tesis  que,  sin  embargo,  no  guarda° ó  

correspondencia con el m rito del proceso ni con lo reflexionado por losé  

sentenciadores,  debido  a  que  esta  regla  se  infringe  cuando  la  sentencia 

obliga a una de las partes a probar un hecho que corresponde acreditar a su 

contraparte, esto es, si se altera el onus probandi y, en la especie, seg n loú  

razonado por los jueces del m rito, se utiliz  la presunci n legal contenidaé ó ó  

en el art culo 3  de la Ley N 14.908, sobre abandono de familia y pago deí ° °  

pensiones  alimenticias  para,  frente  a  la  falta  de  determinaci n  de  losó  

ingresos de la v ctima, sobre la base de aquello que el legislador ha se aladoí ñ  

como el  m nimo para el  pago de una pensi n alimenticia,  establecer  laí ó  

privaci n de ingresos del menor considerando la edad m nima hasta la cualó í  

hubiera tenido derecho a exigirlo.

Por estas consideraciones y lo dispuesto en los art culos 764, 766, 767í  

y  808  del  C digo  de  Procedimiento  Civil,  se  rechazan  los  recursos  deó  

casaci n  en la forma y en el  fondo,  interpuestos  por el  abogado Pedroó  

Antonio  Fuentes  Araya,  en  representaci n  de  la  parte  demandada,  enó  
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contra de la sentencia de la Corte de Apelaciones de Antofagasta de catorce 

de enero de dos mil veintiuno.

Reg strese y devu lvase.í é

Redacci n a cargo de la ministra se ora Mar a Ang lica Repetto.ó ñ í é

Rol N  11.673-2021.°

Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema por los Ministros Sr. 

Arturo Prado P., Sr. Mauricio Silva C., Sra. Mar a Ang lica Repetto G., Sr.í é  

Juan Manuel Mu oz P.  y Abogado Integrante Sr. Diego Munita L. ñ

No firma la Ministra Sra. Repetto no obstante haber concurrido a la vista 

del recurso y  acuerdo del fallo, por estar con licencia m dica.é
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null

En Santiago, a dieciséis de diciembre de dos mil veintidós, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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